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[bookmark: _GoBack]Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; de fecha dieciocho (18) de febrero de dos mil veintiséis.

VISTAS las constancias para resolver el Recurso de Revisión 05703/INFOEM/IP/RR/2025, presentado por una persona que no proporcionó datos de identificación, a quien en lo sucesivo se denominará como EL RECURRENTE, en contra de la respuesta otorgada a la solicitud de información con número de folio 01881/TOLUCA/IP/2025, por parte del Ayuntamiento de Toluca, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los siguientes:

[bookmark: _heading=h.gjdgxs]A N T E C E D E N T E S

1. El día veintiocho de marzo dos mil veinticinco, se presentó ante el Sujeto Obligado vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense, en adelante (SAIMEX), la siguiente solicitud de información pública:

“Solicitamos información que contenga: 1) contrato o formato de alta al servicio 2) nombramiento 3) prestaciones otorgadas 4) documento de control o documento que comprueben que cumplió con los requisitos para ingresar al servicio público en términos de la ley del trabajo delos servidores públicos vigente 5) documento donde se especifiquen sus atribuciones y funciones de índole municipal como bando, reglamentos o manuales 6) declaración de conflicto de intereses 7) declaración fiscal en términos públicos, declaración patrimonial anual o de alta 8) currículo 9) acuerdo de cabildo donde se nombra los siguientes servidores públicos. 1. Tesorero municipal. 2. Secretario del ayuntamiento. 3. Titular de obras públicas. 4. Titular de medio ambiente. 5. Titular del catastro municipal. 6. Titular de protección civil. 7. Titular de seguridad pública. 8. Titular del organismo de agua. 9. Titular del tesorero del organismo de agua. 10. Titular de desarrollo económico. 11. Titular de mejora regulatoria. 12. Titular de administración. 13. Titular de la unidad de planeación, programación y evaluación. 14. Titular de la contraloría municipal. 15. Titular autoridad investigadora. 16. Titular autoridad sustanciadora. 17. Titular unidad resolutoria. 18. Titular de desarrollo social. 19. Titular de la secretaria particular. 20. Titular de servicios urbanos. 21. Titular de la ventanilla única. 22. Titular de cultura. 23. Titular de turismo. 24. Titular de la transparencia. 25. Titular de fomento comercial, industrial y comercial. 26. Titular de contabilidad general. 27. Titular de ingresos municipales. 28. Titular de egresos del municipio. 29. Titular de recursos humanos del municipio. 30. Titular de los recursos materiales del municipio. 31. Titular del instituto del deporte. 32. Titular de área jurídica del municipio. 33. Cronista municipal. 34. Oficial del registro civil. 35. Titular de bomberos. 36. Titular de bienes patrimoniales muebles e inmuebles. 37. Administrador de panteón o cementerios municipales. 38. Titular del área de comunicación social. 39. Titular de la defensoría de derechos humanos municipales. 40. Titular de la supervisión de obra y residencia. 41. Titular de proyectos de obras públicas. 42. Titular de la dirección del dif. 43. Titular de la tesorería del dif. 44. Juez calificador. 45. Titular de asuntos jurídicos laborales. 46. Titular de asuntos jurídicos administrativos. 47. Titular de asuntos jurídicos civiles. 48. Titular de asuntos jurídicos penales. 49. Titular de archivos municipales. 50. Titular de inspección administrativa. 51. Titular de asuntos de la mujer y equidad de género. 52. Titular de asuntos indígenas. 53. Titular de asuntos artesanos. 54. Titular de asuntos religiosos. 55. Titular de manejo vehicular. 56. Titular del almacén general. 57. Titular de asuntos agrícolas o pecuarios. 58. Titular de asuntos educativos. Notas aclaratorias: i. En virtud que su organigrama no es claro, o no esta publicado, serían los directores generales, directores, subdirectores, titulares de unidad o ente administrativo o jefaturas que tenga a cargo esta función o más cercana a esta, independientemente del nombre o título que se le dé a la unidad administrativa; en su caso, del servidor público que cumpla esta función, favor de entender como titular al servidor público de mayor nivel jerárquico que tenga a cargo esta función. Ii. Si tuvieran varios funcionarios con el mismo cargo incluirlos, ya que el puesto es enunciativo de la función no limitativo a quienes lo ejerzan, como son oficiales de registro civil, jueces calificadores, supervisores de obra, etc. Iii. Se requiere el formato de alta o cambio de categoría, el contrato o similar con el que se le contrata laboralmente. Iv. Prestaciones, no referimos a las que tenga el servidor público además de su remuneración, como auto, gasolina, despensa, bonos de productividad, chofer, asistente, u otros como estos mencionados. V. Currículo, es la información que pueda evaluarse como contenido profesional, curricular, académico, experiencia y participación en actividades públicas y privadas a su encargo, no requerimos ningún dato personal, pero si en el caso de haber sido funcionario en otro como corroborar esta información que el propio servidor manifiesta, como periodo y ente público donde laboro, también sus cedulas profesionales que corroboren su grado académico. Vi. Algunos de los funcionarios requieren ser certificados en competencia laboral, como los manifestados en la ley orgánica municipal, como titulares dependencias del articulo 96 y derivados, el 112 del contralor municipal, del titular de protección civil y catastro en otros ordenes normativos. En su caso evidencia que están cursando o solicitaron inscripción en la competencia que les aplique, si por el cargo requieren más de una certificación como desarrollo urbano y obras públicas. En caso de tener encargados de despacho o titulares con cargo honorifico también presentar la misma información. Vii. En caso de las declaraciones patrimonial, de conflicto de intereses o fiscal, debe ser en versión pública o mencionar solo el folio con la que se presentó, en caso de estar en tiempo para su presentación favor de así mencionarlo, en caso deberá ser la última que aplico de estar en funciones. Viii. En caso de los expedientes donde acreditan estar en posibilidad de ser contratados como servidores públicos, favor de facilitar información en versión publica exclusivamente. Ix. En caso de todas las solicitudes proteger datos personales de los servidores públicos, incluyendo firmas, datos familiares, de créditos o bancarios y cualquiera que aplique. X. En caso como el titular de derechos humanos la documentación que aplique, ya que su elección es diferente al de los demás funcionarios. Xi. En caso que un servidor público tenga más de una función de las requisitadas , anexar esta función.” (Sic)

· Se eligió como modalidad de entrega de la información: A través del SAIMEX.

2. El veinticinco de abril de dos mil veinticinco, el SUJETO OBLIGADO, dio respuesta a través de un archivo denominado R.01881.2025.pdf, que corresponde a un escrito signado por el Titular de la Unidad de Transparencia, a través del cual informa que la servidora pública habilitada de la Dirección General de Administración, manifestó que la solicitud de información corresponde al ejercicio del derecho de petición, por lo que no podía ser atendida en los términos planteados.

3. El veinte de mayo dos mil veinticinco, el particular interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta, realizando las siguientes manifestaciones:

· [bookmark: _heading=h.30j0zll]ACTO IMPUGNADO: “es una buso del sujeto obligado negar la informaicón que deben tener por ley son más que ocpacos y deberia ser sancionada su actuar por que dilatan las respuesta para que niegen la información cunado es de su obligación tenerl el instituto de transaprencia que dice que garantiza nuestros derechos deberia actuar contra estas omisiones dolosas de este sujeto obligado por no atender las solicitudes y se obligue a entragr la ifnormaicón pero ademas se actue por la mala fe.”

· RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD: “es una buso del sujeto obligado negar la informaicón que deben tener por ley son más que ocpacos y deberia ser sancionada su actuar por que dilatan las respuesta para que niegen la información cunado es de su obligación tenerl el instituto de transaprencia que dice que garantiza nuestros derechos deberia actuar contra estas omisiones dolosas de este sujeto obligado por no atender las solicitudes y se obligue a entragr la ifnormaicón pero ademas se actue por la mala fe.”

4. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción II de la ley de la materia, se acordó a las partes a efecto de que en un plazo máximo de siete días, el Recurrente manifiesta lo que a su derecho conviniera, ofreciera pruebas y alegatos, y el Sujeto Obligado presentará el Informe Justificado.

5. El RECURRENTE dejó de realizar manifestaciones que a su derecho conviniera y asistiera. Por su parte el Sujeto Obligado, rindió informe justificado en fecha tres de junio de dos mil veinticinco, mediante un escrito signado por el Titular de la Unidad de Transparencia, en el que manifiesta ratificar la respuesta inicial, emitida por la Dirección General de Administración y Servidor Público Habilitado.
[bookmark: _heading=h.1fob9te]
6. El once de febrero del año en curso, se amplió el término para resolver el Recurso de Revisión por un periodo de quince días hábiles adicionales al lapso ordinario. Seguidamente mediante acuerdo de día dieciséis del mismo mes y año, la Comisionada Ponente dictó el cierre del periodo de instrucción y, ordenó la resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo a las siguientes: 

C O N S I D E R A C I O N E S

[bookmark: _heading=h.3znysh7]PRIMERA. Competencia
7. El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión interpuesto por la parte recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6°, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5°, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones I, II, III, IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 1°, 8°, 9°, 10, 37 y 42, fracciones I, II y III, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1°, 2°, fracciones II y IV; 13, 29, 36, fracciones I y II; 176, 178, 179, 181 párrafo tercero, 185, 188 y 189 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 7°, 9°, fracciones I y XXIII, y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.2et92p0]SEGUNDA. Procedencia.
8. Este Órgano Garante considera que el medio de impugnación reúne los requisitos de procedencia toda vez que: el recurso fue presentado dentro del plazo establecido en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; asimismo no se tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún medio de defensa presentado por el Recurrente ante otra instancia.
9. Por otro lado, es de suma importancia señalar que la parte recurrente no proporciona un nombre o datos de identificación como se advierte en el detalle de seguimiento del SAIMEX, no obstante lo anterior, no proporcionar el nombre completo no es motivo para archivar la solicitud de acceso a la información pública como concluida, conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establece lo siguiente:
"Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante."

10. Consecuencia de lo anterior, este Órgano Garante advierte que el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que es procedente que este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, conozca y resuelva el presente recurso.

11. Finalmente, el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la citada Ley de la materia, por lo que es procedente que este Instituto conozca y resuelva el presente Recurso de Revisión.

[bookmark: _heading=h.tyjcwt]TERCERA. Del planteamiento de la Litis
12. Se solicitó tener acceso, a la información que a continuación se simplifica:
De los directores generales, directores, subdirectores, titulares de unidad o ente administrativo o jefaturas que tenga a cargo esta función o más cercana a esta, independientemente del nombre o título que se le dé a la unidad administrativa; en su caso, del servidor público que cumpla esta función, como titular o el servidor público de mayor nivel jerárquico que tenga a cargo esta función, el soporte documental que contenga:
· Contrato o formato de alta al servicio
· Nombramiento
· Prestaciones otorgadas
· Documento de control o documento que comprueben que cumplió con los requisitos para ingresar al servicio público en términos de la ley del trabajo de los servidores públicos vigente 
· Documento donde se especifiquen sus atribuciones y funciones de índole municipal como bando, reglamentos o manuales
· Declaración de conflicto de intereses, fiscal y patrimonial anual o de alta
· Currículum
· Acuerdo de cabildo donde se nombra los siguientes servidores públicos: Tesorero Municipal, Secretario, Titular de obras públicas, Titular de medio ambiente, Titular del catastro municipal, Titular de protección civil, Titular de seguridad pública, Titular del organismo de agua, Titular del tesorero del organismo de agua, Titular de desarrollo económico, Titular de mejora regulatoria, Titular de administración, Titular de la unidad de planeación, programación y evaluación, Titular de la contraloría municipal, Titular autoridad investigadora, Titular autoridad sustanciadora, Titular unidad resolutoria, Titular de desarrollo social, Titular de la secretaria particular, Titular de servicios urbanos, Titular de la ventanilla única, Titular de cultura, Titular de turismo, Titular de la transparencia, Titular de fomento comercial, industrial y comercial, Titular de contabilidad general, Titular de ingresos municipales, Titular de egresos del municipio, Titular de recursos humanos del municipio, Titular de los recursos materiales del municipio, Titular del instituto del deporte, Titular de área jurídica del municipio, Cronista municipal, Oficial del registro civil, Titular de bomberos, Titular de bienes patrimoniales muebles e inmuebles, Administrador de panteón o cementerios municipales, Titular del área de comunicación social, Titular de la defensoría de derechos humanos municipales, Titular de la supervisión de obra y residencia, Titular de proyectos de obras públicas, Titular de la dirección del DIF, Titular de la tesorería del DIF, Juez calificador, Titular de asuntos jurídicos laborales, Titular de asuntos jurídicos administrativos, Titular de asuntos jurídicos civiles, Titular de asuntos jurídicos penales. 49. Titular de archivos municipales, Titular de inspección administrativa, Titular de asuntos de la mujer y equidad de género, Titular de asuntos indígenas, Titular de asuntos artesanos, Titular de asuntos religiosos, Titular de manejo vehicular, Titular del almacén general, Titular de asuntos agrícolas o pecuarios, Titular de asuntos educativos. 
· El formato de alta o cambio de categoría, el contrato o similar con el que se le contrata laboralmente
· Prestaciones, a las que tenga el servidor público además de su remuneración, como auto, gasolina, despensa, bonos de productividad, chofer, asistente, u otros como estos mencionados
· Currículum Vitae
· Cedulas profesionales
· Certificados en competencia laboral, como los manifestados en la Ley Orgánica Municipal, como titulares dependencias del articulo 96 y derivados, el 112 del contralor municipal, del titular de protección civil y catastro en otros ordenes normativos. En su caso evidencia que están cursando o solicitaron inscripción en la competencia que les aplique
· Del titular de derechos humanos la documentación que aplique para su elección
· En caso que un servidor público tenga más de una función de las requisitadas, anexar esta función.
· De quienes lo ejerzan, como oficiales de registro civil, jueces calificadores, supervisores de obra, etcétera: el formato de alta o cambio de categoría, el contrato o similar con el que se le contrata laboralmente, prestaciones adicionales a su remuneración, como auto, gasolina, despensa, bonos de productividad, chofer, asistente, u otros y,  Currículum Vitae.

13. En respuesta, el SUJETO OBLIGADO contestó con el escrito plasmado en el anterior párrafo 2. Inconforme con la respuesta, se interpuso recurso de revisión argumentando de manera general, la negativa a la entrega de la información.

14. En dichas condiciones, la controversia a resolver en el presente proveído, corresponde a determinar si se actualiza la causal de procedencia prevista en el artículo 179, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; fracción que determina la negativa a la entrega de la información. De modo tal que el presente Recurso de Revisión se abocará en determinar si el Sujeto Obligado con su respuesta ciertamente actualiza la causal de procedencia señalada.

CUARTO. Del estudio y resolución
15. [bookmark: _heading=h.3dy6vkm]Determinado lo anterior; revisaremos la atención otorgada por el Sujeto Obligado a la solicitud que dio origen a este recurso, considerando imprescindible establecer lo que la regulación determina, por ello, en primer lugar, vamos a revisar lo que mandata nuestra Ley de Transparencia local, en su artículo 12, el cual establece que quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma, del mismo modo, el artículo 18 establece que los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.

16. Asimismo, es relevante mencionar que el artículo 19 del ordenamiento local de la materia señala que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y en caso de que dichas facultades no se hayan ejercido, se deberá motivar la respuesta en función de las causas que motivaron tal circunstancia.

17. Los artículos antes citados, refieren que el derecho de acceso a la información pública es un derecho humano que abarca el solicitar, investigar, difundir y buscar información que se encuentre en los archivos de los sujetos obligados, ya sea porque estos las generaron o la poseen en atención a sus funciones, por lo que se le considera un bien común de dominio público, toda vez que al tratarse de acciones ejercidas por un servidor público, este lo hace en representación del Estado, por lo que le pertenece a todos y debe ser accesible a cualquier persona, ya sea que los particulares la puedan consultar por encontrarse publicada en cualquier medio de difusión o porque la requieren a través de una solicitud de acceso a la información, siempre y cuando no encuadre en una de las excepciones contempladas por la ley.

18. Acotado lo anterior, es dable traer a contexto los motivos de inconformidad, que grosso modo impugnan la negativa a la entrega de la información, derivado de que a decir del SUJETO OBLIGADO se trata del ejercicio del derecho de petición, contexto que se desestima de facto al ser evidente que lo solicitado versa sobre soporte documental generado, poseído o administrado por el Ayuntamiento en ejercicio de sus funciones de derecho público, que es sobre lo que versa el derecho humano de acceso a la información pública y no así al ejercicio del derecho de petición que corresponde al derecho fundamental que permite a cualquier persona realizar solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener una respuesta formal y oportuna.

19. Luego entonces, las razones o motivos de inconformidad ciertamente devienen procedentes. Luego entonces para determinar que lo solicitado versa sobre documentos, conviene traer a contexto los primeros requerimientos consistentes en el contrato o formato de alta al servicio y el nombramiento. Al respecto el artículo 50 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, dispone literalmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 50.- El nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal aceptado obliga al servidor público a cumplir con los deberes inherentes al puesto especificado en el mismo y a las consecuencias que sean conforme a la ley, al uso y a la buena fe. 
Iguales consecuencias se generarán para todos los servidores públicos, cuando la relación de trabajo se formalice mediante un contrato o por encontrarse en lista de raya.” Énfasis propio

20. De lo anterior, se advierte que la relación laboral entre un servidor público y el Estado se formaliza mediante nombramiento, contrato o, formato único de movimientos de personal. Por tanto, el requerimiento que el hoy RECURRENTE plantea en su solicitud inicial relativo al nombramiento o contrato, también se puede colmar con la entrega del FUMP o de un contrato laboral, luego entonces al no haberse remitido ninguno de estos, evidentemente no se colmó el derecho del solicitante y deviene fundado el motivo de inconformidad.

21. Ahora bien, es menester señalar que el artículo 4°, fracción VI, de la Ley del Trabajo de los servidores públicos del Estado y Municipios, precisa que son servidores públicos, todas las personas físicas que presten a una institución pública un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un sueldo.

22. En ese contexto, el artículo 45 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece que, los servidores públicos iniciarán su servicio mediante un nombramiento, contrato o Formato Único de Movimientos de Personal expedidos por quien estuviere facultado legalmente para extenderlo.

23. Asimismo, el artículo 49 de la Ley antes mencionada, establece que, los nombramientos, contratos o formato único de Movimientos de Personal de los servidores públicos deberán contener lo siguiente:
· Nombre completo del servidor público; 
· Cargo para el que es designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción; 
· Carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo; 
· Remuneración correspondiente al puesto;
· Jornada de trabajo, y 
· Firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de esa atribución.

24. Lo anterior encuentra relación con el requerimiento relativo a los formatos de alta o cambio de categoría. En tal tesitura, de conformidad con el Código Reglamentario del Ayuntamiento de Toluca, a la Dirección General de Administración, le compete el desarrollo de las siguientes atribuciones: 
“Artículo 3.40. La o el titular de la Dirección General de Administración, tiene las siguientes atribuciones:
I. Coordinar y dirigir los sistemas de reclutamiento, selección, contratación e inducción y desarrollo de personal;
…
SUBSECCIÓN PRIMERA
DE LA DIRECCIÓN DE RECURSOS HUMANOS
Artículo 3.42. La o el titular de la Dirección de Recursos Humanos cuenta con las siguientes atribuciones:
…
V. Registrar las altas, reingresos, bajas, cambios de categoría y adscripción, permisos y licencias por incapacidad, entre otras, del personal, y su correcta aplicación;” (Énfasis añadido)

25. Por lo anteriormente citado, conviene precisar que al ser la Dirección General de Administración, la unidad administrativa encargada de registrar las altas de personal adscrito al Ayuntamiento de Toluca, es que se determina que el SUJETO OBLIGADO no siguió el procedimiento establecido por el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, argumentando que se trataba del ejercicio del derecho de petición, contexto que como se ha venido señalando, no se actualizaba en el caso concreto; luego entonces la solicitud se deberá turnar al área en la que podría obrar la información de conformidad con la fracción XXXIX del artículo tercero de la legislación local vigente en materia de transparencia: 
“XXXIX. Servidor público habilitado: Persona encargada dentro de las diversas unidades administrativas o áreas del sujeto obligado, de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información.”

26. En este orden de ideas, se advierte que efectivamente la Unidad de Transparencia cumplió con lo expresado en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual menciona lo siguiente:

“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”

27. Seguidamente, respecto de los documentos que den cuenta del cumplimiento de los requisitos que estipula el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, la respuesta arguye de igual manera la no localización de información al respecto, situación que eventualmente pudiera ocurrir, sin embargo el pronunciamiento simple y general que se emite, no resulta suficiente para tener por atendido el rubro de referencia; toda vez que resulta ambiguo al no señalar de que servidores no se localizó información.

28. Para matizar lo anterior, es necesario traer a contexto lo dispuesto por el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, a saber:
“Artículo 32. Para ocupar los cargos de Secretario; Tesorero; Director de Obras Públicas, de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y de los organismos auxiliares se deberán satisfacer los siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadano del Estado en pleno uso de sus derechos; 
II. No estar inhabilitado para desempeñar cargo, empleo, o comisión pública. 
III. No haber sido condenado en proceso penal, por delito intencional que amerite pena privativa de libertad; 
IV. Contar con título profesional o acreditar experiencia mínima de un año en la materia, ante el Presidente o el Ayuntamiento, cuando sea el caso, para el desempeño de los cargos que así lo requieran; y 
 V. En su caso, contar con certificación de competencia laboral en la materia del cargo que se desempeñará, expedida por institución con reconocimiento de validez oficial. Este requisito podrá acreditarse dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicien sus funciones. 
Vencido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, el Presidente Municipal informará al Cabildo sobre el cumplimiento de dicha certificación laboral para que, en su caso, el Ayuntamiento tome las medidas correspondientes respecto de aquellos servidores públicos que no hubiesen cumplido.”

29. Conforme al dispositivo jurídico transcrito, se tiene que existen diversos cargos que en las administraciones municipales, deben acreditar requisitos como el ser ciudadano del Estado de México, no estar inhabilitado, no haber sido condenado, contar con título profesional o acreditar experiencia mínima de un año en la materia, además de contar con certificación en competencia laboral en la materia del cargo, la cual deberá acreditar dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicie en funciones, vencido el plazo el Presidente tiene la obligación de informar al Cabildo del cumplimiento, en caso contrario, para que se tomen las medidas correspondientes.

30. Ahora bien, como se señaló, la competencia laboral se deberá acreditar dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que inicien funciones los servidores públicos que ocupen los cargos de Secretario; Tesorero; Director de Obras Públicas, de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y de los organismos auxiliares, por lo que si la solicitud de información ingreso el día treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, dicho periodo se encontraba en trascurso, por tanto es que se manifestó, que ciertamente existe la posibilidad de no localizar dicha documental de uno o varios servidores públicos que ocupen dichos cargos, sin embargo se reitera, que la respuesta versó en un pronunciamiento general, sin señalar de que servidores públicos no se localizó información, sumado a que no se especificó que fue lo que no se localizó.

31. Por otro lado, de acuerdo con lo previsto de manera particular por la Ley Orgánica en mérito, también se prevé requisitos específicos para ostentar algunos de los cargos antes mencionados, como a continuación se muestra.

32. Con fundamento en el artículo 32, fracción I de dicha legislación, los servidores públicos de quienes se requirió la información deben “Ser ciudadanos del Estado en pleno uso de sus derechos”, y el documento con el cual de manera enunciativa mas no limitativa con el que se pudiera colmar sería la Credencial de Elector o una Constancia de Vecindad o Domiciliaria; estos documentos por constituir un requisito para ingresar al servicio público, es susceptible de entregarse en versión pública; el primero, en donde se supriman, testen o eliminen datos de carácter confidencial como lo son la edad, folio, clave de elector, localidad, sección, municipio y el domicilio, dejando visible el dato personal consistente, en este caso, el Estado; por lo que, ambos documentos resultan idóneos, en virtud de que sirven para acreditar que la persona es residente del lugar donde pretende ostentar el cargo, en este caso en uno de los municipios del Estado de México; por tanto, en el caso de que el SUJETO OBLIGADO tenga alguno de estos documentos deberá ponerlo a disposición del particular en versión pública, de ser procedente.

33. Además, dichos servidores públicos deberán acreditar no estar inhabilitados para desempeñar el cargo público, requisito que como se ha mencionado puede ser colmado con la constancia de no inhabilitación, por las consideraciones anteriormente expuestas, con fundamento en el artículo 32, fracción II de Ley Orgánica en comento.

34. Asimismo, es pertinente señalar que para el caso que nos atañe, uno de los requisitos que establece la Ley Orgánica Municipal para que dichos servidores públicos ostenten el cargo, es precisamente que la persona acredite no haber sido condenado en proceso penal, por delito intencional que amerite pena privativa de libertad, el cual al igual que el requisito consistente en “Estar en pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos ”, el documento con el cual se pude colmar es con el Certificado de antecedentes NO penales, el cual como ha quedado expuesto, es susceptible de entregarse en versión pública.

35. No está por demás señalar que las fracciones IV y V del artículo 32 de la legislación en comento considera contar con título profesional o acreditar experiencia, y contar con la certificación de competencia laboral expedida por el Instituto Hacendario del Estado de México, en los casos en que sea procedente, es decir, en el supuesto de que tal normatividad lo establezca de manera específica de acuerdo al cargo público conferido.

36. En ese sentido, por cuanto hace a los requisitos específicos que se deben acreditar, además de los ya expuestos, para cada servidor público, se procede a mencionarlos de acuerdo al cargo conferido según lo dispuesto por los artículos 85 Sexies, 92, 96, 96 Ter 96 Quintus, 96 Septies, 96. Nonies, 113, 147 I, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México.

37. Asimismo, es de advertir que el SUJETO OBLIGADO omitió pronunciarse respecto del Titular de Transparencia, de quien se solicitó el soporte documental que dé cuenta del cumplimiento de lo estipulado en el artículo 57 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuya literalidad es la siguiente:
“Artículo 57. El responsable de la Unidad de Transparencia deberá tener el perfil adecuado para el cumplimiento de las obligaciones que se derivan de la presente Ley. Para ser nombrado titular de la Unidad de Transparencia, deberá cumplir, por lo menos, con los siguientes requisitos: 
I. Contar con conocimiento o, tratándose de las entidades gubernamentales estatales y los municipios certificación en materia de acceso a la información, transparencia y protección de datos personales, que para tal efecto emita el Instituto; 
II. Experiencia en materia de acceso a la información y protección de datos personales; y 
III. Habilidades de organización y comunicación, así como visión y liderazgo.”

38. Del precepto jurídico vertido se desprenden los requisitos mínimos que deben cumplir por Ley las personas que pretendan ocupar el cargo como Responsable o Titular de Unidad de Transparencia, los cuales de su literalidad se aprecia que los señalados en las fracciones I y II, guardan relación con el curriculum vitae, toda vez que otorga certeza de la experiencia que tiene el servidor público.
39. Aunado lo anterior, por lo que respecta al requisito señalado en la fracción I, se establece que para ser Titular de la Unidad de Transparencia deberá contar con la certificación que emite este Instituto, sin embargo, actualmente se continúa con las labores para seguir expidiendo certificaciones a los Titulares de las Unidades de Transparencia. Bajo dicha aseveración se desconoce si el Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado ya cuente con certificación, en ese sentido, se ordena entregarla y de ser el caso de que no se cuente con la misma, deberá explicar las causas por las cuales no cuenta con la información solicitada.

40. Además de lo señalado y al ser un requisito para ocupar el cargo de Titular de la Unidad de Transparencia el de tener experiencia en materia de acceso a la información y protección de datos personales, la cual de manera enunciativa más no limitativa pudiera acreditarse con las constancias de cursos o capacitaciones tomadas en la materia.

41. El Sujeto Obligado puede contar con otros documentos que pudieran colmar el requerimiento del Particular, tal y como son los documentos en donde conste o se aprecien los cursos o capacitaciones tomadas en la materia, ya que estos acreditan la experiencia que pudiera tener la persona que pretenda ocupar el cargo en mérito, además que dichos documentos constituyen uno de los requisitos que se deben cumplir previo a la emisión del nombramiento respectivo. 

42. Por lo tanto, resulta dable ordenar al Sujeto Obligado realizar una búsqueda exhaustiva y razonable, a fin de que ponga a disposición del Particular el o los documentos en donde conste o se aprecie la experiencia del Titular de la Unidad de Transparencia en materia de acceso a la información y protección de datos personales, de ser procedente en versión pública, con el Acuerdo que emita el Comité de Transparencia en el que se funde y motiven las razones por las cuales se testen, supriman o eliminen datos de carácter confidencial en los documentos que se entregan en cumplimiento a la presente Resolución.

43. Por otro lado, es necesario recordar que no solo se solicitó información de los servidores públicos que refiere el artículo 32 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México y del Titular de la Unidad de Transparencia; sino de todos aquellos que cuenten con rango de directores, subdirectores, coordinadores, jefes de área de unidad, o similares.

44. En ese sentido, resulta necesario traer a colación la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, misma que establece  lo siguiente: 
TITULO PRIMERO
De las Disposiciones Generales
CAPITULO UNICO
ARTÍCULO 4. Para efectos de esta ley se entiende:
I. a V…

VI. Servidor Público: A toda persona física que preste a una institución pública un trabajo personal subordinado de carácter material o intelectual, o de ambos géneros, mediante el pago de un sueldo.
…

ARTÍCULO 6. Los servidores públicos se clasifican en generales y de confianza, los cuales, de acuerdo con la duración de sus relaciones de trabajo pueden ser: por tiempo u obra determinados o por tiempo indeterminado.

ARTÍCULO 8. Se entiende por servidores públicos de confianza:
I. Aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención directa del titular de la institución pública, del órgano de gobierno o de los Organismos Autónomos Constitucionales; siendo atribución de éstos su nombramiento o remoción en cualquier momento;

II. Aquéllos que tengan esa calidad en razón de la naturaleza de las funciones que desempeñen y no de la designación que se dé al puesto.

Son funciones de confianza: las de dirección, inspección, vigilancia, auditoría, fiscalización, asesoría, procuración y administración de justicia y de protección civil, así como las que se relacionen con la representación directa de los titulares de las instituciones públicas o dependencias, con el manejo de recursos, las que realicen los auxiliares directos, asesores, secretarios particulares y adjuntos, choferes, secretarias y demás personal operativo que les sean asignados directamente a los servidores públicos de confianza o de elección popular, así como aquellas que se desempeñen por mandato de la norma que rigen las condiciones de trabajo de la institución pública.
…

ARTÍCULO 9. Para los efectos del artículo anterior y la debida calificación de puestos de confianza, se entenderán como funciones de:

I. Dirección, aquéllas que ejerzan los servidores públicos responsables de conducir las actividades de los demás, ya sea en toda una institución pública o en alguna de sus dependencias o unidades administrativas;

…

ARTÍCULO 10.- Los servidores públicos de confianza únicamente quedan comprendidos en el presente ordenamiento en lo que hace a las medidas de protección al salario y los beneficios de la seguridad social que otorgue el Estado.

Asimismo les será aplicable lo referente al sistema de profesionalización a que se refiere el Capítulo II del Título Cuarto de esta Ley, con excepción de aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención directa de la institución pública o del órgano de gobierno, sean auxiliares directos de éstos, les presten asistencia técnica o profesional como asesores en cualquier nivel o tipo, o tengan la facultad legal de representarlos o actuar en su nombre.




45. En esa tesitura, la estructura orgánica del Ayuntamiento de Toluca, está compuesta de la siguiente manera:
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46. De lo anterior, se desprenden diversas dependencias o direcciones generales, de las que a su vez se desprenden direcciones, subdirecciones, departamentos o coordinaciones, que corresponden a mandos medios y superiores, mismos que dependen de manera jerárquica del Director General, y que ciertamente deben contar con nombramiento, Formato Único de Movimiento o contrato laboral, conforme al anterior análisis; pero no así los requisitos analizados de la Ley Orgánica Estatal.

47. Por tanto procede la búsqueda exhaustiva del soporte documental en comento. No pasando desapercibido que en materia de transparencia, los titulares de los organismos descentralizados, así como de sus directores, subdirectores, jefes de departamento o coordinadores adscritos, no procede su entrega por corresponder a sujetos obligados diversos.

48. Ahora bien, respecto de la búsqueda exhaustiva en cita es necesario traer a contexto el Criterio 02/17, emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, señala lo siguiente:
“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

49. Contexto a materializar de manera enunciativa mas no limitativa en la Dirección General de Administración, que de acuerdo Código Reglamentario Municipal De Toluca, es el área que detenta las siguientes facultades y atribuciones:
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50. Por lo que en relatadas circunstancias el SUJETO OBLIGADO deberá hacer una búsqueda exhaustiva y razonable de los nombramiento, contrato o formato único de movimiento de personal que se hayan emitido en favor de los servidores públicos con rango de directores, subdirectores, coordinadores, jefes de área de unidad, o similares en funciones a la fecha de la solicitud de información.

51. Respecto de las prestaciones, resulta necesario contextualizar la solicitud de información, para lo cual, se precisa lo que puede entenderse por nómina, toda vez que es el documento en que consta o se advierte dicha información. Al respecto, el Glosario localizado en la página de Transparencia Presupuestaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, establece que la Nómina es el documento contable que contiene la relación de los trabajadores con las percepciones monetarias de cada uno; además, que también se refiere al recibo individual y justificativo que indica los sueldos de los trabajadores, incluyendo las prestaciones y deducciones correspondientes.

52. De la misma manera, el Glosario de términos más usuales en la Administración Pública Federal, emitido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, establece que la Nómina es un listado general de los trabajadores de una institución, en el cual se asientan las percepciones brutas, deducciones y alcance neto de las mismas.

53. Conforme a lo anterior, se puede advertir que la nómina se puede referir a lo siguiente:
I.	Relación de trabajadores con las percepciones monetarias de cada uno.
II.	Recibo individual que contiene las prestaciones y deducciones de un trabajador.
III.	Listado general de los servidores públicos de una institución o dependencia, en el cual se asientan las percepciones brutas, deducciones y alcance neto de las mismas.

54. Ahora bien, respecto al tema, resulta necesario traer a colación que el artículo 147 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, establece que los trabajadores al servicio del Estado y los miembros de los Ayuntamientos, recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su empleo, cargo o comisión, que será determinada en el presupuesto de egresos que corresponda. 

55. En orden de ideas, el artículo 3°, fracción XXXII, del Código Financiero del Estado de México y Municipios establece que la remuneración consiste en los pagos hechos por concepto de sueldo, compensaciones, gratificaciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones, en especie y cualquier otra percepción o prestación que se entregue al servidor por su trabajo.

56. Por otro lado, respecto del requerimiento tocante a documento de control o documento que comprueben que cumplió con los requisitos para ingresar al servicio público en términos de la ley del trabajo de los servidores públicos vigente, es necesario traer a contexto la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en su siguiente articulado:
“ARTÍCULO 47. Para ingresar al servicio público se requiere: 

I. Presentar una solicitud utilizando la forma oficial que se autorice por la institución pública o dependencia correspondiente; 
II. Ser de nacionalidad mexicana, con la excepción prevista en el artículo 17 de la presente ley; 

III. Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, en su caso; 

IV. Acreditar, cuando proceda, el cumplimiento de la Ley del Servicio Militar Nacional; 

V. Derogada. 

VI. No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el artículo 93 de la presente ley; 

VII. Tener buena salud, lo que se comprobará con los certificados médicos correspondientes, en la forma en que se establezca en cada institución pública; 

VIII. Cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos; 

IX. Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes necesarios para el desempeño del puesto; y 
X. No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público.

XI. Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo. 

La institución o dependencia que reciba un certificado en que conste que la persona que se incorpora al servicio público se encuentra inscrito el Registro de Deudores Alimentarios Morosos deberá dar aviso al juez de conocimiento de dicha circunstancia, para los efectos legales a que haya lugar.”

“ARTÍCULO 48. Para iniciar la prestación de los servicios se requiere: 
I. Tener conferido el nombramiento, contrato respectivo o formato único de Movimientos de Personal; 

II. Rendir la protesta de ley en caso de nombramiento; y 

III. Tomar posesión del cargo.”

“ARTÍCULO 49.- Los nombramientos, contratos o formato único de Movimientos de Personal de los servidores públicos deberán contener: 

I. Nombre completo del servidor público; 

II. Cargo para el que es designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción; 

III. Carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo; 

IV. Remuneración correspondiente al puesto; 

V. Jornada de trabajo; 

VI. Derogada; 

VII. Firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de esa atribución.”

57. Como se puede apreciar en ambas legislaciones se prevén los documentos que necesitan presentar las personas que pretenden ingresar al servicio público; por un lado, los requisitos generales que prevé la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios; y, por el otro, los requisitos específicos para ocupar determinados cargos públicos, en este caso en el Ayuntamiento, los cuales se encuentran expresos en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México.

58. En ese tenor, se procede a señalar los requisitos generales contenidos en los articulados 47, 48 y 49 de la primera legislación en cita, así como el documento idóneo con el que se pudiera acreditar: 

	No.
	Requisito establecido en la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios
	Documento que lo acredita

	1
	Presentar una solicitud utilizando la forma oficial que se autorice por la institución pública o dependencia correspondiente.
	Solicitud de empleo, ficha curricular, curriculum vitae o documento análogo

	2
	Ser de nacionalidad mexicana.
	Acta de nacimiento

	3
	Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	Certificado de antecedentes NO penales

	4
	Acreditar, cuando proceda, el cumplimiento de la Ley del Servicio Militar Nacional.
	Cartilla de Servicio Militar

	5
	No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el artículo 93 de la presente ley.
	Manifestación bajo protesta de decir verdad.

	6
	Tener buena salud, lo que se comprobará con los certificados médicos.
	Certificado Médico

	7
	Cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos.
	En este caso, son aplicables los documentos previstos por la Ley Orgánica Municipal del Estado de México y Municipios, en virtud de que se trata de ayuntamientos.

	8
	Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes necesarios para el desempeño del puesto.
	El documento obtenido por haber acreditado los exámenes de oposición o de conocimientos o aptitudes necesarios para ejercer el cargo.

	9
	No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público.
	Constancia de no inhabilitación.

	10
	Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo.
	Certificado de No Deudor Alimentario Moroso.

	11
	Para iniciar la prestación de los servicios
	Nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal.



59. De lo antes mencionado se advierte que para formar parte del servicio público, los interesados deben cumplir con los elementos señalados, así como aquellos requisitos que se establezcan para los diferentes puestos, siendo obligación de las instituciones públicas integrar los expedientes correspondientes, en términos del artículo 98 fracción XVII de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de México, que es del tenor literal siguiente:
“ARTÍCULO 98. Son obligaciones de las instituciones públicas:
…
XVII. Integrar los expedientes de los servidores públicos y proporcionar las constancias que éstos soliciten para el trámite de los asuntos de su interés en los términos que señalen los ordenamientos respectivos.” Énfasis añadido

60. En esta virtud, los expedientes laborales constituyen acervos documentales en los cuales convergen tanto de información pública como aquella con el carácter de privada; sin embargo, es de señalar que no existe disposición expresa que concluya al SUJETO OBLIGADO a integrar los expedientes de mérito de manera homogénea; motivo por el cual, a los Sujetos Obligados les compete analizar en cada uno de los expedientes laborales de los servidores públicos cual es la información susceptible de entrega, en su caso, en versión pública, y de cuál no procedería realizar su entrega, en cuyo supuesto deberá elaborar y entregar el acuerdo de clasificación de confidencialidad correspondiente.

61. Ahora bien, para la designación del Titular de la Defensoría Municipal, que también fuera requerido, el SUJETO OBLIGADO debe contar en sus archivos lo dispuesto La Ley Orgánica Municipal del Estado de México, respecto del nombramiento de Defensor Municipal de Derechos Humanos, que es de interés del Particular, determina lo siguiente:
CAPITULO SEGUNDO
Funcionamiento de los Ayuntamientos
Artículo 30 Bis.- El Ayuntamiento, para atender y en su caso resolver los asuntos de su competencia, funcionará en Pleno y mediante Comisiones.
Asimismo, en el ejercicio de sus atribuciones se apegará a su Reglamento Interior, el cual deberá aprobarse en términos del artículo 27 de la presente Ley.
El Reglamento Interior del Ayuntamiento y las demás disposiciones reglamentarias municipales deberán ajustarse a los siguientes criterios:
a) Flexibilidad y Adaptabilidad.- Se debe prever la posibilidad de que el Reglamento se adapte a las condiciones sociopolíticas, culturales, e históricas del municipio, para resolver de manera pronta y expedita los requerimientos de la comunidad.
b) Claridad.- Para su correcta y eficiente aplicación, el Reglamento debe ser claro y preciso, omitiendo toda ambigüedad en su lenguaje.
c) Simplificación.- Debe ser conciso, atendiendo únicamente al tema que trate su materia.
d) Justificación Jurídica.- La reglamentación municipal solamente debe referirse a las materias permitidas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y las Leyes Federales y Estatales que de ellas emanen.

CAPITULO QUINTO
De las Comisiones, Consejos de
Participación Ciudadana y Organizaciones Sociales

Artículo 65.- Los integrantes de las comisiones del ayuntamiento serán nombrados por éste, de entre sus miembros, a propuesta del presidente municipal, a más tardar en la tercera sesión ordinaria que celebren al inicio de su gestión.
Las comisiones se conformarán de forma plural y proporcional, tomando en cuenta el número de sus integrantes y la importancia de los ramos encomendados a las mismas; en su integración se deberá tomar en consideración el conocimiento, profesión, vocación y experiencia de los integrantes del ayuntamiento, procurando la paridad de género en la designación de presidencias de las comisiones del ayuntamiento.
Una vez nombrados los integrantes de las comisiones, los presidentes de cada una tendrán treinta días para convocar a sesión a efecto de llevar a cabo su instalación e inicio de los trabajos.

Artículo 66. Las comisiones del ayuntamiento serán responsables de estudiar, examinar y proponer a éste los acuerdos, acciones o normas tendientes a mejorar la administración pública municipal, la solución de los litigios laborales en su contra, así como de vigilar e informar sobre los asuntos a su cargo y sobre el cumplimiento de las disposiciones y acuerdos que dicte el cabildo.
Las comisiones, deberán entregar al ayuntamiento, en sesión ordinaria, un informe trimestral que permita conocer y transparentar el desarrollo de sus actividades, trabajo y gestiones realizadas.

Artículo 67.- Las comisiones, para el cumplimiento de sus fines y previa autorización del ayuntamiento, podrán celebrar reuniones públicas en las localidades del municipio, para recabar la opinión de sus habitantes. Asimismo, en aquellos casos en que sea necesario, podrán solicitar asesoría externa especializada.

Artículo 69.- Las comisiones las determinará el ayuntamiento de acuerdo a las necesidades del municipio y podrán ser permanentes o transitorias.

I. Serán permanentes las comisiones:
a). a v ). …
w). De Derechos Humanos.
x). a z.2)…
II…
Artículo 71.- Las comisiones del ayuntamiento carecen de facultades ejecutivas. Los asuntos y acuerdos que no estén señalados expresamente para una comisión quedarán bajo la responsabilidad del presidente municipal.

CAPÍTULO DÉCIMO
Selección, Nombramiento, Atribuciones y Obligaciones
del Defensor Municipal de Derechos Humanos

 Artículo 147 A.- En cada municipio, el ayuntamiento respectivo, mediante acuerdo de cabildo, expedirá con la oportunidad debida una convocatoria abierta a toda la población para designar al Defensor Municipal de Derechos Humanos, que deberá durar en su cargo tres años, contando a partir de la fecha de su designación, pudiendo ser reelecto por el ayuntamiento por una sola vez y por igual periodo, de acuerdo a los lineamientos siguientes:

 I. La convocatoria abierta se emitirá dentro de los primeros 60 días naturales del periodo constitucional del Ayuntamiento; 
II. La convocatoria abierta se publicará y deberá permanecer su difusión por un periodo de cuando menos quince días y no mayor a veinte días naturales, en los lugares de mayor afluencia del municipio, así como en el periódico de mayor circulación dentro del territorio municipal; 
III. La convocatoria abierta también se difundirá y se hará del conocimiento de las organizaciones y asociaciones interesadas en el respeto, promoción, divulgación y cultura de los derechos humanos; 
IV. De no ocurrir a la convocatoria más de tres aspirantes, el ayuntamiento deberá emitir una segunda convocatoria dentro de los 10 días naturales siguientes al vencimiento de la primera convocatoria; 
V. En caso de no presentarse suficientes aspirantes a la segunda convocatoria para integrar la terna, los miembros del ayuntamiento podrán proponer como aspirantes a personas que se distingan por su honorabilidad o reconocida autoridad moral, respetabilidad y disposición de servicio con sentido humanista a los más desprotegidos. 

La emisión de la terna corresponderá a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, en base a la propuesta de la Comisión Municipal de Derechos Humanos, quien deberá previamente escuchar la opinión de la sociedad civil, organismos públicos y privados que tengan por objeto la defensa y protección de los derechos humanos, terna que será sometida a la consideración del cabildo para la designación del Defensor Municipal de Derechos Humanos. 

VI. Si al inicio de la administración municipal no se cuenta con un Defensor Municipal de Derechos Humanos, el ayuntamiento deberá emitir la convocatoria respectiva a más tardar dentro de los quince días naturales siguientes a que se le haya tomado la protesta de ley; y 
VII. Derogada.

62. Relativo a lo anterior, el Sujeto Obligado para poder designar al Defensor Municipal de Derechos Humanos, debió expedir una convocatoria abierta a la población, en la que se establezcan los requisitos determinados por la Ley Orgánica Municipal.

63. En congruencia con lo anterior el Código Reglamentario Municipal de Toluca, establece al respecto lo siguiente:
Artículo 3.55. Para acceder al cargo de Defensor o Defensora Municipal de Derechos Humanos de Toluca se deberá concursar en la convocatoria pública abierta expedida en términos de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México y desahogar el procedimiento correspondiente.
El Defensor o Defensora de Derechos Humanos será designado por un periodo de tres años en el cargo, pudiendo ser reelecto por el ayuntamiento por una sola vez y por igual periodo.
64. Dicho nombramiento será posteriormente aprobado por los ediles en Sesión de Cabildo, tras la publicación de la convocatoria, la cual se hace constar en el acta correspondiente a la Sesión. De lo anterior, es necesario traer a colación la solicitud de información, en la que se solicitan los acuerdos de cabildo donde se nombra a una serie de servidores públicos.

65. Al respecto es trascendental mencionar que el Ayuntamiento, como órgano colegiado y deliberante, es la autoridad máxima en un municipio, y cuyas decisiones se establecen a través de las sesiones de cabildo que para tal efecto lleve a cabo, tal y como lo establece el artículo 30 segundo párrafo de la misma Ley Orgánica que a la letra dice:
Artículo 30. Las sesiones del ayuntamiento serán presididas por el presidente municipal o por quien lo sustituya legalmente; constarán en un libro que deberá contener las actas en las cuales deberán asentarse los extractos de los acuerdos y asuntos tratados y el resultado de la votación. Cuando se refieran a reglamentos y otras normas de carácter general que sean de observancia municipal estos constarán íntegramente en el libro de actas debiendo firmar en ambos casos los miembros del Ayuntamiento que hayan estado presentes, debiéndose difundir en el Gaceta Municipal y en los estrados de la Secretaría del Ayuntamiento. De las actas, se les entregará copia certificada en formato físico o electrónico a los integrantes del Ayuntamiento que lo soliciten en un plazo no mayor de ocho días hábiles. Los documentos electrónicos en el que consten las firmas electrónicas avanzadas o el sello electrónico de los integrantes del Ayuntamiento tendrá el carácter de copia certificada.
Todos los acuerdos de las sesiones que no contengan información clasificada y el resultado de su votación, serán difundidos cada mes en la Gaceta Municipal y en los estrados de la Secretaría del Ayuntamiento, así como los datos de identificación de las actas que contengan información clasificada, incluyendo en cada caso, el fundamento legal que clasifica la información.
Para cada sesión se deberá contar con una versión estenográfica o videograbada que permita hacer las aclaraciones pertinentes, la cual formará parte del acta correspondiente. La versión estenográfica o videograbada deberá estar disponible en la página de internet del Ayuntamiento y en las oficinas de la Secretaría del Ayuntamiento.

66. De igual forma, el artículo 91 de dicho ordenamiento señala:
“Artículo 91.- La Secretaría del Ayuntamiento estará a cargo de un Secretario, el que, sin ser miembro del mismo, deberá ser nombrado por el propio Ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal como lo marca el artículo 31 de la presente ley. 
Sus faltas temporales serán cubiertas por quien designe el Ayuntamiento y sus atribuciones son las siguientes:
I. Asistir a las sesiones del ayuntamiento y levantar las actas correspondientes;
…
IV. Llevar y conservar los libros de actas de cabildo, obteniendo las firmas de los asistentes a las sesiones…”


67. De los preceptos citados con antelación se desprende que cada municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine y dichos Ayuntamientos como órganos deliberantes, deberán resolver colegiadamente los asuntos de su competencia, en una asamblea denominada Cabildo, asimismo, deberán expedir o reformar, en su caso, en la tercera sesión que celebren, el Reglamento de Cabildo, debiendo publicarse en la Gaceta Municipal.

68. Asimismo, se desprende como una atribución del Presidente Municipal, presidir las sesiones de Cabildo; y como atribución del Secretario del Ayuntamiento el asistir a las sesiones del ayuntamiento y levantar las actas correspondientes, emitir los citatorios para la celebración de las sesiones de cabildo, llevar y conservar los libros de actas de cabildo, obteniendo las firmas de los asistentes a las sesiones.

69. Luego entonces el nombramiento de servidores públicos mediante acta de Cabildo corresponde al acto formal por el cual el Ayuntamiento, reunido en sesión de Cabildo, aprueba y deja constancia oficial del nombramiento de un servidor público; empero solo de aquellos que requieren la aprobación del Cabildo, como lo es de manera enunciativa mas no limitativa: secretario del ayuntamiento, tesorero municipal, director de seguridad pública, titulares de organismos descentralizados y otros cargos que establezca la Ley Orgánica Municipal.

70. Lo anterior se trae a colación, derivado de que la solicitud de información enlista una serie de cargos como lo es Titular de la tesorería del DIF, Juez calificador, Titular de asuntos jurídicos laborales, Titular de asuntos jurídicos administrativos, Titular de asuntos jurídicos civiles, Titular de asuntos jurídicos penales, Titular de archivos municipales, etcétera, de los cuales no resulta necesario dicho acto.

71. Ahora bien, respecto a dichos cargos, también es necesario mencionar que no todos forman parte de la estructura orgánica del Ayuntamiento, la cual, de acuerdo con su Manual de Organización vigente en el año 2025, a saber:
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72. Es decir que por ejemplo, existe Titular de asuntos religiosos, pero no Titular de manejo vehicular, por tanto lo procedente es que se entreguen los nombramientos de los titulares de área de la estructura orgánica del Ayuntamiento (que resulten aplicables), pues el particular fue enfático en haberlos señalado de manera enunciativa mas no limitativa, pues establece una nota aclaratoria señalando que su organigrama no es claro; por tanto deberá versar lo solicitado respecto de directores generales, directores, subdirectores, titulares de unidad o ente administrativo o jefaturas, como se observa:
“Notas aclaratorias: i. En virtud que su organigrama no es claro, o no esta publicado, serían los directores generales, directores, subdirectores, titulares de unidad o ente administrativo o jefaturas que tenga a cargo esta función o más cercana a esta, independientemente del nombre o título que se le dé a la unidad administrativa; en su caso, del servidor público que cumpla esta función, favor de entender como titular al servidor público de mayor nivel jerárquico que tenga a cargo esta función.”

73. Luego entonces, deberá realizarse la búsqueda exhaustiva, respecto de los mandos medios y superiores que integran la estructura orgánica del Ayuntamiento. En ese sentido, es necesario hacer referencia al procedimiento de búsqueda que deben de seguir los Sujetos Obligados para localizar la información, el cual se encuentra previsto en los artículos 151, 162 y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; que tal como se refirió en párrafos anteriores, las Unidades de Transparencia deben de turnar las solicitudes de información a todas las áreas competentes, a efecto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información requerida, con el fin de que otorguen acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones.
74. Seguidamente, respecto del requerimiento del documento donde se especifiquen sus atribuciones y funciones de índole municipal como bando, reglamentos o manuales. Al respecto se debe mencionar que ciertamente los ayuntamientos cuentan con la facultad de establecer sus atribuciones y funciones en documentos normativos, como lo es el Bando Municipal (o Bando de Policía y Gobierno) que corresponde al ordenamiento principal a nivel municipal, por contener la organización del ayuntamiento, facultades del Presidente Municipal, Síndicos y Regidores, de las dependencias municipales, normas de convivencia y orden público y en general es el documento base que regula el funcionamiento del municipio.

75. Luego entonces para colmar el requerimiento de mérito, es necesario que el SUJETO OBLIGADO emprenda una búsqueda exhaustiva y razonable de su normatividad; es decir del conjunto de leyes, reglamentos y disposiciones jurídicas que regulan su organización, funcionamiento y ejercicio de atribuciones dentro del municipio, o bien también aquellos documentos que contengan el marco legal que especifique funciones y atribuciones de sus servidores públicos como los señalados de manera enunciativa mas no limitativa en la solicitud de información.

76. No pasa desapercibido, que lo solicitado corresponde a una obligación de transparencia común; es decir aquella información que todos los sujetos obligados deben publicar de manera permanente y actualizada en sus portales de internet y en el sistema de Información Pública Mexiquense, como se desprende del artículo 92 fracción I de la Ley de la Materia, a saber:
“Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
I. El marco normativo aplicable al sujeto obligado, en el que deberá incluirse leyes, códigos, reglamentos, decretos de creación, acuerdos, convenios, manuales de organización y procedimientos, reglas de operación, criterios, políticas, entre otros;
…” Énfasis propio

77. Consecutivamente, es necesario traer a contexto el requerimiento relativo a los curriculum vitae, se debe indicar que no sólo se trata de información pública, sino además al igual que en el punto anterior, corresponde a las obligaciones de transparencia, de acuerdo a lo señalado en el artículo 92, fracción XXI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que se transcribe a continuación:
Capítulo II
De las Obligaciones de Transparencia Comunes
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

	I al XX…

XXI. La información curricular, desde el nivel de jefe de departamento o equivalente, hasta el titular del sujeto obligado, así como, en su caso, las sanciones administrativas de que haya sido objeto;
XXII a XLII…

78. En este mismo sentido, se pronunció el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), al establecer en el Criterio  03/2009 que una de las formas en la que los ciudadanos pueden evaluar las aptitudes de los servidores públicos para desempeñar  el cargo público que le ha sido encomendado, es mediante la publicidad de ciertos datos contenidos en la curricula vitae, o bien, en las solicitudes de empleo, el cual para mejor referencia se  transcribe a continuación:
“Curriculum Vitae de servidores públicos. Es obligación de los sujetos obligados otorgar acceso a versiones públicas de los mismos ante una solicitud de acceso. Uno de los objetivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de acuerdo con su artículo 4, fracción IV, es favorecer la rendición de cuentas a las personas, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados. Si bien en el curriculum vitae se describe información de una persona relacionada con su formación académica,  trayectoria  profesional, datos de  contacto, datos biográficos,  entre otros, los cuales constituyen datos personales, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y en consecuencia, representan información confidencial, en términos de lo establecido en el artículo 18, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, tratándose del curriculum vitae de un servidor público, una de las formas en que los ciudadanos pueden evaluar sus aptitudes para desempeñar el cargo público que le ha sido encomendado, es mediante la publicidad de ciertos datos de los ahí contenidos. En esa tesitura, entre los datos personales del curriculum vitae de un servidor público susceptibles de hacerse del conocimiento público, ante una solicitud de acceso,  se  encuentran  los  relativos  a  su  trayectoria  académica,  profesional, laboral, así como todos aquellos que acrediten su capacidad, habilidades o pericia para ocupar el cargo público.”

79. De acuerdo con lo expuesto el curriculum vitae de servidores públicos es información de naturaleza pública, en su caso en versión pública. Con base en lo expuesto, es dable ordenar, al Sujeto Obligado, que previa búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada en las áreas competentes entregue en su versión pública, el o los documentos donde consten la Curricula vitae o fichas curriculares de los servidores públicos referidos en la solicitud de información de mérito.

80. Consecutivamente, respecto de la solicitud de información relativa a las declaraciones patrimonial, de conflicto de intereses o fiscal; en primer lugar, resulta necesario traer a colación el contenido de los artículos 110, 111, 112, fracción XVI de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, los cuales disponen: 
“Artículo 110.- Las funciones de contraloría interna estarán a cargo del órgano que establezca el Ayuntamiento. 
Artículo 111.- La contraloría municipal tendrá un titular denominado Contralor, quien será designado por el ayuntamiento a propuesta del presidente municipal. 
Artículo 112. El órgano interno de control municipal, tendrá a su cargo las funciones siguientes:
…
XVI. Verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar oportunamente la manifestación de bienes, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios;” (Énfasis añadido)

81. Preceptos legales, de los que se puede advertir que la Contraloría Municipal estará a cargo de un Contralor el cual entre sus funciones se encuentra la de verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar oportunamente la manifestación de bienes.

82. Acotado lo anterior, es necesario señalar que los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las Obligaciones Establecidas en el Título Quinto y en la Fracción IV del Artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los Sujetos Obligados en los portales de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, en su Anexo I, referente a las Obligaciones de Transparencia Comunes de los Sujetos Obligados contempladas en el artículo 70, fracción XII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, precisan lo siguiente, con relación a las versiones públicas de las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos:
“XII. La información en Versión Pública de las declaraciones patrimoniales, de los Servidores Públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello de acuerdo a la normatividad aplicable. 

 Los sujetos obligados deberán publicar la versión pública de la declaración de situación patrimonial de los(as) servidores(as) públicos(as), integrantes, miembros del sujeto obligado y/o toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión y/o ejerza actos de autoridad, y que tiene la obligación de presentar declaración de situación patrimonial en sus tres modalidades: inicio, modificación y de conclusión, de conformidad con la normatividad que resulte aplicable en la materia. 

Lo anterior con fundamento en lo establecido en el artículo 32 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en el que se señala que están obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en dicha norma”
(Énfasis añadido)

83. En correlación al artículo anterior, es dable precisar que el artículo 92, fracción XIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, estipula lo siguiente:
“Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
 I a XII… 
XIII. La información en versión pública de las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable; 
XIV a LII…”

84. Ahora bien, aunque los preceptos legales descritos, establecen la obligatoriedad de los Sujetos Obligados a que publiquen de manera permanente y actualizada, de forma sencilla, precisa y entendible, la información generada correspondiente a las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos que así lo determinen, es decir mediante autorización previa y específica de los mismos; sin embargo, dicha obligatoriedad se encuentra sujeta a la tablas de aplicabilidad de cada uno de los Sujetos Obligados. 

85. Relativo a la certificación de competencia laboral, existe la posibilidad que se encuentre en trámite, pues como quedo asentado contaban con aproximadamente tres meses en funciones tomando en consideración la fecha de interposición de la solicitud de información, resultando procedente que para el caso de que no contaran con ella al momento de su nombramiento, estuviere en trámite, por lo que de ser el caso, bastará que lo haga del conocimiento el SUJETO OBLIGADO al ahora RECURRENTE al momento de dar cumplimiento a la presente Resolución en términos del artículo 19 párrafo segundo de la Ley de la Materia. Contexto que el propio solicitante previo al señalar lo siguiente: “…en caso de estar en tiempo para su presentación favor de así mencionarlo…”

86. Precisado lo anterior, es importante resaltar que de acuerdo a las “Tablas de aplicabilidad”, al Sujeto Obligado no le es aplicable el cumplimiento del artículo 92, fracción XIII de la Ley de la Materia, tal como se muestra a continuación: 
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87. Es con base en lo señalado previamente, que podemos concretar que únicamente corresponde a la Contraloría Municipal el de verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar oportunamente la declaración de situación patrimonial; asimismo no se encuentra constreñido a tener disponible la información relacionada con las declaraciones de los servidores públicos, materia de la presente solicitud. 

88. Ahora bien, es importante señalar que el artículo 32 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, establece:
“Artículo 32. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.”
89. Por lo anterior, se entiende por servidor público a las personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto por el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por el numeral 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México. 

90. Es así que, la obligación de presentar su declaración de situación patrimonial, es exclusiva de aquellas personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local. 

91. Aunado a lo anterior, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios establece en el artículo 2 fracción VI que tiene como objeto establecer las obligaciones y el procedimiento para la declaración de situación patrimonial, la declaración de intereses y la presentación de la constancia de declaración fiscal de los servidores públicos, del mismo modo la normatividad en mención establece en sus artículos 33, 34 y 35 lo siguiente:
“Artículo 33. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad ante la Secretaría de la Contraloría o los órganos internos de control, todos los servidores públicos estatales y municipales, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.

Artículo 34. La declaración de situación patrimonial, deberá presentarse en los siguientes plazos: 
I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del: 
a) Ingreso al servicio público por primera vez. 
b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su último encargo. 
II. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año. 
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.
En el caso de cambio de dependencia o ente público en el mismo orden de gobierno, únicamente se dará aviso de dicha situación y no será necesario presentar la declaración de conclusión.
La Secretaría de la Contraloría o los órganos internos de control, según corresponda, podrán solicitar a los servidores públicos una copia de la declaración del Impuesto Sobre la Renta del año que corresponda, si éstos estuvieren obligados a presentarla o, en su caso, de la constancia de percepciones y retenciones que les hubieren emitido alguno de los entes públicos, la cual deberá ser remitida en un plazo de tres días hábiles a partir de la fecha en que se reciba la solicitud.
…

Artículo 35. La declaración de situación patrimonial, deberá ser presentada a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica.
En el caso de municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplearse formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal.
La Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio.
Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá las normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los declarantes deberán presentar la declaración patrimonial, de intereses y en su caso, la constancia de presentación de la declaración fiscal, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por esta Ley.
Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las disposiciones del presente Título, son documentos públicos aquéllos que emita la Secretaría de la Contraloría para ser presentados como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus archivos documentales y electrónicos sobre la declaración de situación patrimonial de los servidores públicos.
Los servidores públicos facultados para recabar la declaración de situación patrimonial, deberán resguardar la información a la que accedan observando lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios así como en la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.”

92. De los dispositivos legales en comento se establece de manera precisa y concreta quienes son los servidores públicos obligados a presentar la declaración de situación patrimonial, así como los plazos en que deben de cumplir con el deber que les impone la Ley de Responsabilidades Administrativas, del mismo modo se precisa que para el caso de la declaración patrimonial, la misma debe presentarse a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica, y para el caso de los Municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplear formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal, resaltando que la Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio. 

93. Aunado a lo anterior, el Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría, señala en su artículo 24 fracción VI y VII, que corresponde a la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, entre otras atribuciones, recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, así como, llevar el registro y resguardo de las mismas, para su publicitación, precepto legal que a la letra dice:
“Artículo 24. A la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, corresponden las atribuciones siguientes: 
I a V
… 
VI. Recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal; 
VII. Coordinar y llevar el registro y resguardo de las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, para su publicitación conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, así como para suministrar la información correspondiente a la Plataforma Digital Nacional y Estatal del Sistema Nacional y Estatal Anticorrupción; 
VIII a XLII…”

94. Así que, de los preceptos legales referidos, se advierte que a la Secretaría de la Contraloría le corresponde en a través de la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, recibir, registrar y resguardar las declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal.

95. En ese orden de ideas, cabe recordar que los artículos 12 y 24 último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, consagran la obligación de los Sujetos Obligados de hacer entrega de la información que en ejercicio de sus facultades, funciones y atribuciones, recopile, genere, o administre, por lo que al tenerse por acreditado que los Ayuntamientos únicamente verifican el cumplimiento de entrega de las declaraciones patrimoniales, sin que ellos funjan como intermediarios en la recepción y posterior entrega de las mismas ante la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México, es fácticamente imposible que el Sujeto Obligado, haga entrega de información que no genera, administra o posee en ejercicio de sus atribuciones.

96. Conforme a lo anterior, se logra vislumbrar que el Sujeto Obligado es incompetente para conocer de la información solicitada, pues el encargado de recibir, registrar y resguardar las declaraciones patrimoniales de los Ayuntamientos, incluyendo al Sujeto Obligado, es únicamente la Secretaría de la Contraloría. 

97. Al respecto, en el presente caso, la incompetencia es notoria, pues de las atribuciones del Ente Recurrido, no se localizó ninguna donde se advierta que pueda contar con lo solicitado, también lo es que el Sujeto Obligado lo manifestó en su respuesta.

98. En este sentido, los artículos 49, fracción II, 53, fracción III y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se desprende que las Unidades de Transparencia son responsables de orientar a los particulares respecto de la dependencia, entidad u órgano que pudiera tener la información requerida, cuando la misma no sea competencia del sujeto obligado ante el cual se formule la solicitud de acceso; por tanto resulta improcedente ordenar el soporte documental de referencia, dejando a salvo los derechos del ahora RECURRENTE para interponer nuevas solicitudes de información ante el o los sujetos obligados competentes o que a sus intereses convenga.

99. Con la determinación anterior quedará por colmado el derecho de acceso a la información del ahora Recurrente; toda vez que el Derecho que tutela este Órgano Garante corresponde a la  igualdad de oportunidades para recibir, buscar e impartir información[footnoteRef:1] en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos, y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal[footnoteRef:2] que se constituye como una herramienta fundamental para ejercer control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas,[footnoteRef:3]fomentando la transparencia de las actividades estatales y promoviendo la responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión pública[footnoteRef:4] que permite saber qué están haciendo los gobiernos por sus pueblos, sin lo cual la verdad languidecería y la participación en el gobierno permanecería fragmentada.[footnoteRef:5] ”  [1:  Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 13.]  [2:  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo sexto, sección A, Fracción I.]  [3:  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Claude Reyes y otros vs Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C. No. 151. Párr. 86.]  [4:  Ibídem. Párr. 87.]  [5:  Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión, el Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y el Relator Especial de la Organización de los Estados Americanos (OEA) para la Libertad de Expresión (2004), disponible en http://www.oas.org/es/cidh/expresion/documentos_basicos/declaraciones.asp.] 


100. Para entender los alcances de la información pública se considera importante citar el criterio de interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno de este Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México “Gaceta del Gobierno” el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:
“CRITERIO 0002-11
INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN TEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3, 4,11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:
Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.”

101. El derecho de acceso a la información encuentra su materia elemental en los documentos, y la Ley de Transparencia local  nos brinda el siguiente concepto, para darnos un mejor panorama:
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;

102. Es así que, todos los actos de autoridad que realicen los Sujetos Obligados deben estar documentados y, bajo el más alto estándar de transparencia deberán poner toda la información que se encuentre en su posesión, a disposición de los particulares que la soliciten.

103. Además, debemos tomar en cuenta los artículos 4 y 12 (antes transcrito), de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los cuales establecen lo siguiente:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.”

104. Es así que, por un lado se tiene la obligación de documentar todos los actos que se lleven a cabo en el ejercicio de sus funciones, atribuciones y competencias, mientras que por otro, se ven impuestos por la obligación de hacer pública toda aquella información que se encuentre en su posesión en estricto apego a los principios de eficacia[footnoteRef:6] y máxima publicidad, sobre éste último se debe poner mayor énfasis, puesto que establece que toda la información en posesión de los Sujetos Obligados será pública, completa, oportuna y accesible, lo que permite que la ciudadanía tenga un amplio acceso sobre lo que es el actuar de las autoridades. [6:  Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Artículo 9. …
II. Eficacia: Obligación del Instituto para tutelar, de manera efectiva, el derecho de acceso a la información;
… ] 


105. Robustece lo anterior la Tesis aislada identificada con la clave I.4º.A.40 A del Cuarto Tribunal colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta en el libro XVIII, Marzo 2013, Página 1899.
ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD EN EL DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO. Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciudadanos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimensión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como un mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa. “

QUINTO. De la versión pública.
106. Finalmente, debe señalarse que dada la propia y especial naturaleza de lo solicitado, eminentemente contiene múltiples datos personales que deberán ser protegidos como ya quedó asentado en el Considerando anterior del presente proveído. Para dar cumplimiento a la presente resolución, contengan datos que deban ser clasificados, el SUJETO OBLIGADO deberá hacer la elaboración de la versión pública de tales documentos a fin de satisfacer el derecho de acceso a la información pública del recurrente sin menoscabo al derecho a la protección de los datos personales de terceros.

107. Por lo que, para efectos de la elaboración de la versión pública se deberá observar lo dispuesto por los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI, XXXII y XLV; 6, 49 fracción VIII, 91, 137, 143 Fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, que establecen:
 “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXXII. Protección de Datos Personales: Derecho humano que tutela la privacidad de datos personales en poder de los sujetos obligados y sujetos particulares;
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.”

“Artículo 6. Los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables, por lo que los sujetos obligados no deberán proporcionar o hacer pública la información que contenga, con excepción de aquellos casos en que deban hacerlo en observancia de las disposiciones aplicables. En el caso de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición; los principios, procedimientos, medidas de seguridad en el tratamiento y demás disposiciones en materia de datos personales, se deberá estar a lo dispuesto en las leyes de la materia.”

 Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
(…)
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
(…)
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

“Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.”

“Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídica colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.” 

108. De los preceptos anteriores se desprende que cuando un documento que vaya a ser entregado vía acceso a la información pública, contenga tanto información de interés público como información que debe ser clasificada, se hará la entrega del mismo, testando las secciones o datos que deban ser clasificados; por ende el Sujeto Obligado deberá proceder a testar los datos personales que se encuentren contenidos en los documentos a entregar por parte del Sujeto Obligado para satisfacer el derecho de acceso a la información pública de la recurrente, esto es, los datos concernientes a una persona identificada o identificable, o aquellos datos que tengan el carácter de sensibles, es decir los que afectan la esfera más íntima de su titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleven un riesgo grave para aquel de acuerdo a lo que señala la fracción XII del artículo 4 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México.

109. Datos que deberá clasificar como confidenciales por tratarse precisamente de información privada, puesto que los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables y los Sujetos Obligados no deberán hacer entrega de los mismos a personas ajenas a su titular.

110. En ese contexto, la clasificación de la información no opera con la simple supresión de datos que se haga en los documentos de que se trate o con la simple decisión que tome el Servidor Público Habilitado o el Responsable de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, sino que ello deberá realizarse en términos de lo que disponen los artículos 49 fracción VIII, 53, fracción X y 59, fracción V, de la Ley en consulta, cuyo sentido literal es el siguiente:
“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información…”
“Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información…” 
“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta…”

111. Denotándose de dichos elementos normativos que el determinar la clasificación de la información es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo el deber los primeros de ellos de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de la clasificación de la información, para que luego ésta presente ante al Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y finalmente sea éste último quien apruebe, modifique o revoque la clasificación de la información solicitada.

112. Para lo cual, a su vez en el caso de información de carácter confidencial, se debe atender a lo que señala el artículo 149 de la Ley de Transparencia Local vigente, que se lee como sigue:
“Artículo 149. El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.”

113. Es decir, el Sujeto Obligado a través de su Comité de Transparencia, deberá elaborar acuerdo que contenga un razonamiento lógico con el que se demuestre que la información que se testa de las versiones públicas que se sirva elaborar, encuadra en alguna de las hipótesis que contempla la Ley de la Materia en su artículo 143; ya que de lo contrario, se crearía la incertidumbre jurídica en relación a si lo entregado es formalmente una versión pública, o un documento ilegible, incompleto o tachado; en otras palabras si no se exponen de manera puntual las razones de la versión pública de la documentación entregada se estaría violentando el derecho de acceso a la información de la parte solicitante.

114. En el caso específico, los curriculum vitae o solicitudes de empleo, eventualmente pueden los datos personales de los servidores, que de hacerse públicos afectarían su intimidad y vida privada; es por ello que es criterio reiterado en las resoluciones de este Pleno que además de los datos especificados en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se consideran confidenciales y por tanto deben testarse al momento de la elaboración de versiones públicas el Registro Federal de Contribuyentes (RFC), la Clave Única de Registro de Población (CURP), o cualquier otro dato que ponga en riesgo la vida, seguridad y salud de dichas personas.

115. Por cuanto hace al Registro Federal de Contribuyentes (RFC), de las personas físicas, constituye un dato personal, pues se genera con caracteres alfanuméricos a partir del nombre y la fecha de nacimiento de cada persona, y finalmente la homoclave, por lo que para su obtención es necesario acreditar ante la autoridad fiscal previamente la identidad de la persona, su fecha de nacimiento, entre otros aspectos.

116. Ahora bien, las personas físicas tramitan su inscripción en el registro con el propósito de realizar —mediante esa clave de identificación— operaciones o actividades de naturaleza fiscal, la cual, les permite hacerse identificables respecto de una situación fiscal determinada.

117. Lo anterior es compartido por el entonces Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales (IFAI) a través del Criterio 19/17, el cual es del tenor literal siguiente:
“Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas. El RFC es una clave de carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial.”

118. Así, el Registro Federal de Contribuyentes, RFC, se vincula al nombre de su titular y permite identificar la edad de la persona, su fecha de nacimiento, así como su homoclave, la cual es única e irrepetible y determina la identificación de dicha persona para efectos fiscales, por lo que constituye un dato personal que concierne a una persona física identificada e identificable en términos de los artículos 3, fracción IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y  4 fracciones XI y XII de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

119. De igual manera la Clave Única de Registro de Población (CURP), constituye un dato personal, ya que tiene como finalidad registrar a cada una de las personas que integran la población del país, con datos que permitan certificar y acreditar fehacientemente su identidad, en virtud de que se integra por datos personales que únicamente le conciernen a un particular como son su fecha de nacimiento, su nombre, sus apellidos y su lugar de nacimiento; información que permite distinguirlo del resto de los habitantes, por tal motivo, se considera que es de carácter confidencial.

120. Argumento que es compartido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI, conforme al criterio 18/17, el cual refiere: 
“Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.”

121.  Con base en lo expuesto, se insiste que los datos mencionados, que como se ha dicho, deben ser clasificados como confidenciales por tratarse de información privada, toda vez que los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables, por lo tanto los sujetos obligados no deben hacer entrega de éstos a persona ajena a su titular, sobre todo cuando traiga implícita que se ponga en riesgo la vida o integridad de una persona.

122. Sirven de sustento a lo anterior, las tesis jurisprudenciales P. LX/2000 y 2a. XLIII/2008 emitidas por el Peno y la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respectivamente, que son del tenor literal siguiente:
“DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.”

“TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: "DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la sociedad y a los derechos de los gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado precepto, al remitir a diversas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía de acceso a la información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidenciales o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legislativa correspondiente, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de la garantía individual mencionada o para la sociedad en general.”

123. Por otro lado señalar que la firma es considerada un dato personal, al tratarse de información gráfica a través de la cual su titular exterioriza su voluntad en actos públicos y privados; no obstante, en el presente caso, dicho dato, es de la autoridad emisora del comprobante de los arqueos de caja. 

124. Al respecto, este Instituto, considera que entregar la firmas del servidor público, si abona a la transparencia, dado que con esta se acredita que fue emitida por autoridad competente en uso de las facultades que le otorga la legislación; por lo que, guarda cierto interés público dar a conocer la firma, dado que le da validez al documento.

125. Por lo que, se considera que, en el presente caso, al dar validez al documento en cuestión, la firma del servidor público guarda el carácter de público y, por lo tanto, no actualiza la causal de clasificación prevista en el artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

126. Sirve de sustento a lo anterior el Criterio de Interpretación 02/19 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, cuyo rubro y texto establecen lo siguiente:
“FIRMA Y RÚBRICA DE SERVIDORES PÚBLICOS. Si bien la firma y la rúbrica son datos personales confidenciales, cuando un servidor público emite un acto como autoridad, en ejercicio de las funciones que tiene conferidas, la firma o rúbrica mediante la cual se valida dicho acto es pública.”

127. Por lo que hace a las fotografías, es preciso señalar que estas dan cuenta de las características físicas de los servidores públicos; por lo que, no debe perderse de vista que la imagen personal es la apariencia física, la cual puede ser captada en dibujo, pintura, escultura, fotografía, y video; la imagen así captada puede ser reproducida, publicada y divulgada por diversos medios, desde volantes impresos de la forma más rudimentaria, hasta filmaciones y fotografías transmitidas por televisión cine, video, correo electrónico o Internet.
128. Así, dichos datos constituyen la reproducción fiel de las características físicas de una persona en un momento determinado, por lo que representan un instrumento de identificación, proyección exterior y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto individual; lo que en el presente caso, acreditaría e identificaría a una persona como servidor público, por lo que es posible advertir que existe cierto interés público, cuando la fotografía obra en documentos de servidores públicos vinculados con el cumplimiento de disposiciones legales.

129. Además, existen documentos que contienen la fotografía con los cuales se permite identificar que una persona que se acredita como trabajador gubernamental, realmente tiene el cargo con el que se ostenta, otros documentos con los cuales se rinde cuentas a la ciudadanía, por ejemplo cuando se cubre el perfil de puesto; además cuando se brinda servicios a la ciudadanía, es de relevancia conocer e identificar a todos sus trabajadores, no importa el nivel o rango (con excepción del personal operativo en materia de seguridad, respecto del cual el Pleno de este Instituto ya se ha pronunciado en el sentido de que la información que los haga identificados o identificables debe clasificarse como reservada).

130. En este sentido, resultan aplicables por analogía, los Criterios 15/17 y 1/13 del entonces Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, en los cuales se esgrimen argumentos, que, si bien no refieren de manera específica a fotografías de servidores públicos, sí establecen un criterio para que este dato personal pueda ser considerado como público, cuando se pretende acreditar que una persona es servidor público.

131. Debe tenerse presente que el actuar de los servidores públicos incide de manera específica en los derechos de los particulares, pues el acto de un servidor público en ejercicio de sus funciones, de manera directa genera derechos y obligaciones pues se considera un acto administrativo o acto de autoridad, por lo que es primordial, que estos trabajadores se identifiquen ante la ciudadanía, por lo que otorgar acceso a los documentos que obran en los archivos de los sujetos obligados y que además están directamente relacionados con el cumplimiento de disposiciones normativas o el ejercicio de funciones revisten un interés público.

132. Por lo anterior, cuando las fotografías de los servidores públicos obran en documentos que dan cuenta del cumplimiento de funciones, requisitos legales o los acredita como servidores públicos, deben ser consideradas un dato personal, que no puede ser clasificado como confidencial, pues en este caso, es superado por el interés público de conocer si en realidad, la persona que se ostenta en carácter de servidor público, se encuentra en ese encargo, si realiza las funciones o si cumple con los requisitos legales; sin que se considere como factor diferenciador para determinar la publicidad o clasificación el cargo o nivel jerárquico en el que se desempeñe el servidor público.

133. Conforme a lo anterior, las fotografías de servidores públicos sin importar el nivel o rango guardan la naturaleza de públicas (con excepción del personal operativo en materia de seguridad) y no procede su clasificación, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que en las versiones públicas de los curriculum vitae o fichas curriculares a entregar, no podrá clasificarse esa información.
134. Ahora bien, se destaca que la versión pública que elabore el SUJETO OBLIGADO debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley, por lo que para tal efecto emitirá el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, Así como para la elaboración de versiones públicas emitidos por el Consejo Nacional de Transparencia, con el cual sustentara la clasificación de datos y con ello la "versión pública" de los documentos materia de las solicitudes.

135. Efectivamente, cuando se clasifica información como confidencial o reservada es importante someterlo al Comité de Transparencia, quien debe confirmar, modificar o revocar la clasificación.

136. Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al SUJETO OBLIGADO a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos ya sea porque se testan o suprimen deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante, por lo que el acuerdo respectivo, deberá hacerse del conocimiento del RECURRENTE.
137. De este modo, como ha sido señalado en la presente Resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los servidores públicos. 

138. Igualmente, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

139. Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
“Quincuagésimo sexto. La versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, será elaborada por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a través de sus áreas y deberá ser aprobada por su Comité de Transparencia
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente: 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los servidores públicos en los documentos, y sus firmas autógrafas, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos.
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internaciones suscritos por el Estado mexicano. 
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas no permitan la recuperación o visualización de la misma.”

140. Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

141. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y que, en caso de localizarse datos concernientes a terceros, éstos no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales.  Cabe destacar que, para la realización de la clasificación de la información, se deben seguir una serie de pasos y procedimientos, por lo que es menester reiterar los mismos:

	a) Requisitos previos.
	Los artículos 100 y 122 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan que si los Sujetos Obligados determinan que la información actualiza alguno de los supuestos de clasificación, es deber de los titulares de las áreas proponer su clasificación y no del Comité de Transparencia. 
Al hacerlo tienen que precisar de qué información se trata, señalando el supuesto de clasificación (confidencialidad o reserva).
Además, se debe señalar el procedimiento, de los tres que establecen los artículos 132 y 106 de la Ley Estatal y General, respectivamente.
El último de estos requisitos previos consiste en que no se pueden emitir acuerdos de carácter general ni particular, esto es, no se puede hacer un acuerdo para clasificar de manera general todos los documentos de un expediente o área, sin individualizar su análisis y tampoco se puede hacer un acuerdo por cada dato que se vaya a clasificar dentro de un documento con diez datos, por ejemplo, susceptibles de ser clasificados.


	b) Supuestos de clasificación.
	Las disposiciones constitucionales y legales en la materia establecen los dos supuestos generales para clasificar la información: por reserva y por confidencialidad.
Los artículos 116 y 143 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan los supuestos para que la información pueda ser clasificada como confidencial. Mientras que los artículos 105 y 130 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, señalan que la aplicación de estos supuestos debe realizarse de manera restrictiva y limitada, por lo que debe acreditarse que se cumple con esta condición y no se pueden ampliar las excepciones o supuestos de clasificación aduciendo analogía o mayoría de razón.
El Sujeto Obligado debe identificar claramente el tipo de información y hacer un juicio de subsunción o encaje para acreditar que el supuesto de hecho corresponde estrictamente con la hipótesis jurídica. Esto también lo debe de realizar el servidor público habilitado y el titular del área que administra la información.


	c) Formalidades para emitir el acuerdo de clasificación.
	El Comité de Transparencia, según lo dispuesto en los artículos cuenta con las facultades para aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información que haya propuesto. 
Es necesario que el acto reúna con los requisitos elementales, entre ellos, que la autoridad que va a emitir el acto de autoridad sea la legalmente facultada para ello.
La decisión de aprobar, modificar o revocar la clasificación deberá de asentarse en un documento que registre la determinación a la que se llegue después de un análisis minucioso a partir de lo propuesto por el Titular del I. área que administra la información, cuyo análisis debe integrarse en la agenda de los asuntos a tratar en las sesiones, se insiste, a partir de las decisiones adoptadas previamente por los titulares de áreas y que son sujetas a control, en primera instancia, por el Comité de Transparencia.


	
d) Requisitos de fondo del acuerdo de clasificación. 
	Como se ha señalado antes, al hacer el juicio de subsunción o encaje entre el supuesto de hecho y la hipótesis jurídica, se debe acreditar la estricta correspondencia entre un elemento y otro. Ahora, en esta parte del procedimiento, que se desahoga en sede del Comité de Transparencia, la ley señala que la carga de la prueba, para justificar las restricciones, corresponde a los Sujetos Obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación. 
De lo anterior, se desprende que para una correcta clasificación total o parcial, esto es determinar los datos que se suprimen en las versiones públicas, es necesario fundar y motivar, de manera correcta, la clasificación; considerando que todo acto que la autoridad pronuncie en el ejercicio de sus atribuciones, debe expresar los fundamentos legales que le dieron origen y las razones por las que se deben aplicar al caso concreto.
Así, en un acto de autoridad se cumple con la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho. De este modo, la persona que se sienta afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.
En ese mismo sentido, el numeral trigésimo tercero fracción V de los Lineamientos Generales, precisa que para motivar la clasificación se deben acreditar las circunstancias de tiempo, modo y lugar.
Ahora bien, para cada caso además de fundar y motivar, se debe identificar con claridad que datos contenidos en las documentales que son susceptibles de suprimirse, por ejemplo; Clave Única de Registro de Población (CURP), Registro Federal de Contribuyentes (R.F.C.), claves de seguros, préstamos o descuentos personales, secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, entre otros.


	e) Condiciones especiales de la clasificación de la información como confidencial. 
	Los artículos 148 y 120 de la Ley Estatal y de la Ley General, respectivamente, establecen que aun tratándose de datos personales, se podrán proporcionar, incluso sin solicitar el consentimiento de su titular. 
En el caso de lo señalado en la fracción IV, será el Instituto quien deba aplicar la prueba de interés público, considerando también que como recientemente ha discutido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los servidores públicos nos encontramos sujetos a un régimen menor de protección. 
Pero si la información que se pretende clasificar como confidencial no se encuentra en los supuestos de los artículos señalados y es posible, se deberá consultar al titular de los datos si permite o no el acceso. De no ser posible, la realización de la consulta, procede, fundando y motivando, la clasificación.




142. Si el servidor público incumple con estas formalidades y entrega la información sin proteger los datos personales incumple con lo que estipula las disposiciones legales establecidas, asimismo que si entrega un documento testado sin el debido acuerdo de clasificación.

143. Por lo anteriormente expuesto y fundado, este ÓRGANO GARANTE emite los siguientes: 
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[bookmark: _heading=h.1t3h5sf]PRIMERO. Resultan fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer en el Recurso de Revisión 05703/INFOEM/IP/RR/2025, en términos de los Considerandos CUARTO y QUINTO de la presente Resolución.

[bookmark: _Toc503891610][bookmark: _Toc453696503][bookmark: _Toc454301156][bookmark: _Toc462653938][bookmark: _Toc477891769][bookmark: _Toc477891859][bookmark: _Toc481576260][bookmark: _Toc492590392]SEGUNDO. Se REVOCA la respuesta emitida por el Ayuntamiento de Toluca y se ORDENA entregar vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública, previa búsqueda exhaustiva y razonable, lo siguiente:
De los directores generales, directores, subdirectores, titulares de unidad o ente administrativo, jefes de departamento o de los servidores públicos encargados de despacho de esos cargos, así como de oficiales de registro civil, jueces calificadores y, supervisores de obra, en funciones al 28 de marzo de 2025, la siguiente información:
a) Nombramiento, formato único de movimiento de personal o contrato;
b) Documento en que conste o se advierta las prestaciones con que contaban;
c)  Los documentos que colman sus requisitos de ingreso al servicio público;
d) Soporte documental en que constan o se advierten sus funciones y atribuciones;
e) Currículo vitae, ficha curricular o solicitud de empleo;
f)  Documentos en que consten los acuerdos del Cabildo de aquellos servidores públicos que fueron sometidos a su consideración, para su designación;
g) Formatos o documentos de alta o cambio de categoría, 
h) Cedula profesional;
i) Expediente laboral; y
j) Certificados en competencia laboral, de los servidores públicos que ocupan los cargos de Secretario, Tesorero, Director de Obras Públicas, Director de Desarrollo Económico, Director de Turismo, Coordinador General Municipal de Mejora Regulatoria, Ecología, Desarrollo Urbano, de Desarrollo Social, o equivalentes, titulares de las unidades administrativas, de Protección Civil y, del Titular de la Unidad de Transparencia.

Para efectos de lo anterior, se deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracciones II y VIII, 132, fracción II y 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre la eliminación de los datos y documentos confidenciales del soporte documental respectivo objeto de las versiones públicas que se formulen y se pongan a disposición del RECURRENTE.

Para el caso que el SUJETO OBLIGADO no haya generado, poseído o administrado la información de algún servidor público de la que se ordena en los incisos g), h); así como j)  por encontrarse en trámite al 28 de marzo de 2025, bastará que lo haga del conocimiento del RECURRENTE al momento de dar cumplimiento a la presente Resolución en términos del artículo 19 párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado vía SAIMEX, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el SUJETO OBLIGADO de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente Resolución.

[bookmark: _Toc492590393][bookmark: _Toc503891611][bookmark: _Toc511647759][bookmark: _Toc511647820]QUINTO. Notifíquese al RECURRENTE la presente Resolución, vía SAIMEX.

SEXTO. Se hace del conocimiento del RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables.

[bookmark: _Hlk99014733]ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA EMITIENDO VOTO PARTICULAR; EN LA SEXTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL DIECIOCHO (18) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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SECCION NOVENA
DE LA DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION

Articulo 3.43. La o el titular de la Direccion General de Administracion, tiene las
siquientes atribuciones:

\!

Vil

VI,

Coordinar y dirigir los sistemas de reclutamiento, seleccion, contratacion e
induccion y desarrollo de personal;

Verificar que se cumplan las disposiciones en materia de trabajo, seguridad e
higiene laboral, asi como las del Codigo Reglamentario, respecto de los
derechos y obligaciones del personal;

Autorizar ias altas, bajas, cambios, permisos, licencias, comisiones del personal,
entre otras, para su tramite y efectos;

Autorizar la elaboracion y distribucion oportuna de la nomina al personal que
labora en el Ayuntamiento, apegandose a la normatividad en la materia y al
presupuesto autorizado;

Coordinar, programar y establecer las politicas de capacitacion y adiestramiento
para el desarrollo adecuado de personal, conforme a las necesidades
institucionales y a las propias el personal;

Vigilar y verificar el cumplimiento de las clausulas establecidas en los convenios
sindicales, para mantener y fortalecer las relaciones con las instituciones, y a su
vez buscar el beneficio en cuanto a las prestaciones y condiciones laborales de
los trabajadores agremiados;

Intervenir, vigiar y dar el seguimiento correspondiente a todos los
procedimientos de adquisicion, arrendamiento de inmuebles, contratacion de
servicios, enajenacion y subasta de bienes, conforme a los lineamientos
establecidos en la normatividad correspondiente;

Coordinar la elaboracion del programa anual de adquisiciones del Ayuntamiento,
con base en los montos establecidos para cada partida por objeto de gasto en el
presupuesto, con el fin de ponerlo a disposicion de los comités para su debida
aprobacion;
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IX.

X1

X
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XIV.

XV.
XVI.
XVII.

XV
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XX,
XXI.

Integrar el catalogo general de proveedores que permita identificar de manera
agil a quienes, con base en el giro comercial principal, cumplan y cuenten con
los documentos y requisitos que establece la ley, con el proposito de
considerarios en los procesos de compra, prestacion de servicios y
arrendamientos de inmuebles, en la busqueda de las mejores condiciones a
favor del municipio;

Supervisar y vigilar que los procedimientos de licitaciones publicas, asf como sus
excepeiones, se desarrollen conforme lo establece la normatividad respectiva y
en estricto apego a los lineamientos establecidos de eficiencia, eficacia,
honradez y transparencia;

Establecer los mecanismos y procedimientos necesarios para la investigacion y
obtencion de informacion sobre estudios de mercado y precios de referencia;
Revisar, suscribir y vigilar todos aquellos contratos que se formalicen con
proveedores, asi como su ejecucion y ejercicio, relativos a fallos de adjudicacion
de procesos de licitacion publica o de sus excepciones, mismos que deberan
cumplir con la normatividad en la materia;

Presidir los comités instituidos para atender los procesos de adquisicion y
enajenacion de bienes muebles e inmuebles, contratacion de servicios y
arrendamientos. Convocar a sus integrantes y desahogar los asuntos que se
sometan a consideracion de éstos, asi como llevar a cabo las funciones que
establece la normatividad en la materia;

Vigilar, controlar y supervisar el estricto manejo, recepcion, resguardo y entrega
de los materiales que se reciben en el Aimacen General, con la finalidad de que
éstos cumplan con las caracteristicas fisicas y técnicas requeridas, asimismo,
establecer los mecanismos necesarios para realizar inventarios de manera
periodica;

Derogada;

Derogada;

Implementar y supervisar que se lleven a cabo todas las actividades
relacionadas al mantenimiento, adecuacion, conservacion, aseo y limpieza de
las dreas que integran el Ayuntamiento, que se utilizan para la atencion al
publico y actividades administrativas;

Crear los mecanismos para dotar de combustible al parque vehicular y
maguinaria del Ayuntamiento, conforme a los controles establecidos;

Establecer los mecanismos y procesos administrativos necesarios para el
diagnostico, mantenimiento y reparacion del parque vehicular del Ayuntamiento,
definir los requisitos para ingresar los vehiculos al taller municipal o en su caso
canalizarlos a talleres externos;

Atender y establecer la logistica y las acciones pertinentes para el desarrollo de
los eventos publicos con representacion del Ayuntamiento;

Planear, organizar, implementar y evaluar las politicas municipales en materia de
gobieno digital, asi como participar en las iniciativas que en la misma materia
surjan del ambito estatal y/o federal;
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1. DEPENDENCIAS:
1.Secretaria del Ayuntamiento;

8.Direccién General de Servicios Publicos;
9.Direccién General de Innovacién, Planeacion y
Gestion Urbana;

10.Direccién General de Obras Pablicas;
11.Direccién General de Desarrollo Econémico;
12.Direccién General de Bienestar; y.

13.Direccion General de Educacion, Culturay Turismo.

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS:

1.Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la
Familia de Toluc:

2nstituto Municipal de Cultura Fi
Toluca;

3.instituto Municipal de la Mujer de Toluca; y
4.0rganismo Agua y Saneamiento de Toluca.

1. GRGANO AUTONOMO:

1.Defensoria Municipal de los Derechos Humanos de
Toluca.
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